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Produce desasosiego comprobar
que el debate político y social sobre
la reforma educativa ha quedado en
si con el cambio de Educación para
la Ciudadanía por Educación Cívica
y Constitucional ha ganado la Con-
ferencia Episcopal o los sectores
más derechistas del PP. El estudio de
la Constitución y de los valores cívi-
cos es importante, pero cabe perfec-
tamente como enseñanza transver-
sal en otras asignaturas del currícu-

lo educativo. Pero este debate no
debería alargarse un minuto más de
lo necesario y, mucho menos, volver
a dividir a la clase política y educati-
va como está ocurriendo.

Porque hoy día casi nadie cuestio-
na que nuestro sistema de enseñan-
za necesita una profunda revisión.
No funciona porque no acaba con el
elevado abandono escolar, pero tam-
poco es eficaz porque en absoluto
está conectado con el mundo labo-
ral. Y esto supone un gran coste que
el Estado no se puede permitir.

Según datos del Ministerio de
Educación, cada estudiante de Se-

cundaria y de Bachillerato en la es-
cuela pública le cuesta al Estado
unos 3.800 euros por curso. Por seis
años, 22.800 euros. En la universi-
dad, el coste unitario asciende a
unos 8.400 euros anuales de media,
que multiplicado por los cinco cur-
sos que dura una carrera son 42.000
euros. Sin contar la Primaria, la in-
versión que ha realizado el Estado
durante todo el proceso formativo de
ese estudiante suma 70.800 euros.

Hoy mismo publicamos que desde
que empezó la crisis han salido a tra-
bajar fuera de España unos 300.000
jóvenes. Supongamos que sólo un

tercio de ellos ha acabado la univer-
sidad. Pues bien, esos 100.000 profe-
sionales se han llevado fuera de Es-
paña la friolera de ¡7.000 millones de
euros! que nuestra economía no va a
recuperar. Porque no va a obtener el
retorno de esa inversión en forma de
impuestos, que quedarán allá donde
trabaje el expatriado, y el país tam-
poco va a disfrutar del valor añadido
que generará la actividad de estos
profesionales.

Si la lucha actual es para conse-
guir que los políticos entiendan de
una vez que el dinero público tiene
dueño, el coste económico de un mal

modelo educativo debe ser otro aci-
cate para emprender de verdad un
cambio radical y duradero. Y para
ello se necesita algo por parte de to-
dos los partidos: altura de miras.
Pensar un poco más allá de los cua-
tro años que dura una legislatura y
analizar qué sociedad queremos en
el futuro: en qué y cómo hay que for-
mar ahora a nuestros hijos.

Con la reforma del sistema finan-
ciero podemos arreglar un problema
urgente, pero puntual. Con una re-
forma educativa eficaz estaremos
poniendo en marcha la España de
los próximos 20 o 30 años. Es una
cuestión tan vital que debería sobre-
pasar la batalla política. Pero no. Los
dirigentes siguen enfrascados en si
la nueva ECC es más de derechas o
de izquierdas que la antigua EpC.
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El coste de un mal modelo educativo
El Estado invierte 70.800 euros durante todo el proceso formativo de un universitario
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Habían perdido prácticamente la es-
peranza de que el Gobierno elimina-
se Educación para la Ciudadanía.
¿Por qué meterse en semejante be-
renjenal cuando sólo quedaba un
puñado –unos cientos– de objetores
resistentes a entrar en clase, una
sentencia del Supremo en favor de
la asignatura y una materia desca-
feinada por la mayoría de los cen-
tros y adaptada a los mismos en
función de su ideario?

Nadie se acordaba ya de la EpC,
salvo los objetores. Según la asocia-
ción de Profesionales por la Ética,
que ha defendido la causa objetora

desde que se diseñó la asignatura y
ha aglutinado miles de quejas y de-
mandas, a día de hoy quedan unos
800 alumnos que salen de clase en
las horas de EpC por la objeción de
conciencia de sus padres y su acogi-
miento a una cuestión de derechos
fundamentales.

España Educa en Libertad, otra
plataforma contra la asignatura,
también cree que son cientos, aun-
que no se mojan con una cifra. La
sentencia del Tribunal Supremo
dictando que la asignatura ha de
cursarse no pudo con su convic-
ción. Algunos han recurrido al Tri-
bunal Constitucional y otros al de
Estrasburgo.

Muchos de quienes objetaron han
terminado ya hasta el Bachillerato,
puesto que objetaron hace cuatro

años, pero algunas de las objeciones
que aún están vivas han tenido su
repercusión en los expedientes aca-
démicos y les ha perjudicado a la
hora de solicitar becas, por ejemplo,
según Profesionales por la Ética.

Esta asociación pedirá al ministro
de Educación que «declare exentos
de cursar Educación para la Ciuda-
danía a los objetores que aún están
estudiando» mientras entra en vigor
la siguiente asignatura anunciada
por José Ignacio Wert, y «que se re-
visen los expedientes de quienes
aún estén en las aulas y se hayan
visto perjudicados por objetar». La
mayoría estaría en la ESO, pues en
Bachillerato se reduce considerable-
mente la cifra de objetores por la
importancia de la nota media para
acceder a la universidad.

Lo que ocurre es que declararlos
exentos podría entrar en contradic-
ción con la sentencia del Supremo.

España Educa en Libertad urge
al Gobierno a que dé «una solución
satisfactoria, y coherente con lo
anunciado, a aquellas situaciones
que están reclamando solución ur-
gente y garantice la titulación de to-
dos aquellos alumnos que no han
cursado EpC».

La asignatura de Educación para
la Ciudadanía, que empezó a impar-
tirse en 2007, tiene tras de sí más de
53.000 objeciones de conciencia que
fueron presentadas ante las conse-
jerías autonómicas de Educación. El
rechazo de algunas administracio-
nes provocó el recurso a los tribuna-
les de unas 3.000 personas y fallos
contradictorios entre diferentes tri-
bunales superiores de Justicia. La
sentencia del Supremo en enero de
2009 dictaminó que no se podía ob-
jetar a la asignatura.

Quienes decidieron seguir adelan-
te fueron muy pocos, comparados

con las cifras iniciales, pero apelan
a una cuestión de derechos funda-
mentales. Así, nos encontramos con
10 recursos de amparo en el Tribu-
nal Constitucional que fueron admi-
tidos a trámite –es decir, tienen reco-
nocida la trascendencia constitucio-
nal de lo que plantearon– y que,
según el abogado de España Educa
en Libertad, Francisco Ramos, han
pasado ya el trámite de alegaciones
y se encuentran en la recta final.

Los recursos (de abril de 2010),
tras los cuales hay 22 alumnos de 10
familias, alegan que «se han vulne-
rado derechos fundamentales y que,
por tanto, el TC debe pronunciarse
sobre esta materia», según explica
Ramos. Las demandas argumentan
que la asignatura «intenta adoctri-
nar a los menores intentando edu-

car en una ideología presentándola
como generalizada y compartida
por toda la ciudadanía cuando no es
así». Independientemente del cam-
bio de la asignatura por el nuevo
Gobierno, la resolución judicial, sos-
tiene el abogado, «es necesaria por-
que puede aclarar sobre los límites
de en lo que se debe educar».

La otra vía escogida por algunos
padres, bajo el iniciativa de Profe-
sionales por la Ética, es la de poner
una demanda en el Tribunal de Es-
trasburgo. Hay unos 400 demandan-
tes –144 niños y 248 padres–. El ob-
jeto de su demanda no es la asigna-
tura, sino el Estado español por no
permitirles objetar y «por la presión
recibida» de los colegios y de la Ad-
ministración como una forma de
vulneración de lo que consideran

derechos fundamentales, informan
fuentes de la asociación.

Mientras tanto, ayer, se sucedie-
ron las críticas aceradas contra la
sustitución de la asignatura. Entre
los más beligerantes, la Federación
de Lesbianas, Gays, Transexuales y
Bisexuales (FELGTB), que pregun-
ta al ministro Wert si actúa por
«LGTBfobia» y le urge a que «diga
claramente los contenidos contro-
vertidos» de EpC. También recuer-
da un dato: «Más del 60% de los es-
tudiantes LGTB ha sufrido discrimi-
nación en la escuela».

Por parte del Grupo Parlamenta-
rio Socialista, Eduardo Madina ad-
virtió a Wert de que es «arriesgado»
y «una insensatez» atacar a la asig-
natura acusando a «todo un cuerpo
de profesores de adoctrinamiento».

Objetores a
EpC reclaman
la revisión de
expedientes
Algunos dicen haberse visto perjudicados
al bajarles la nota media por no ir a clase

Desliz de Wert. José Ignacio Wert citó ayer unas líneas de es-
te libro como ejemplo de que Ciudadanía «adoctrina». Pero este «ensa-
yo» de la editorial Akal, criticado desde hace años como si fuera un ma-
nual para alumnos, no es tal. Según Akal, Wert «faltó a la verdad». Edu-
cación arguyó que el libro es para docentes y «puede usarse en clase».
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Plan de
enseñanza
El artículo 150.2 admite la
posibilidad de que el Estado
transfiera o delegue en las
comunidades autónomas
facultades correspondientes a
materias de titularidad estatal.
Sin embargo, esa transferencia
o delegación es susceptible de
un recorrido en sentido
inverso, o sea, recuperando el
Estado las facultades que le son
propias. Salvo que el Estado
asuma la inspección y
homologación que le
corresponde, la sociedad
española estará integrada por
ciudadanos a los que les dieron
en las aulas escolares versiones
distintas de la Historia de
España, y en las que se
sobrevaloraron los
acontecimientos y los entornos
territoriales próximos y se
infravaloraron, o
desconocieron, los sucesos y
los monumentos históricos de
otras regiones peninsulares. Y
no se tendrá en cuenta lo que
se proclamó el año 1812 en
Cádiz: «El plan general de
enseñanza será uniforme en
todo el reino, debiendo
explicarse la Constitución
política de la Monarquía en
todas las universidades y
establecimientos literarios,
donde se enseñen las ciencias
eclesiásticas y políticas».
/ SECONDAT

BREVETE

Hay 10 recursos
admitidos por el TC
y 400 demandantes
en Estrasburgo
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